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BOLETIN Nº 1044‑10.

INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTBRPARLAMENTARIOS E INTEGRACION LATINOAMERICANA SOBRE EL PROYECTO DE ACUERDO APROBATORIO DE DIVERSOS CONVENIOS INTERNACIONALES DEL TRABAJO ADOPTADOS POR LA CONFERENCIA GENERAL DE LA ORGANIZACION INTERNACIONAL DEL TRABAJO (OIT).

HONORABLE CAMARA:

Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informaros sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio de los convenios internacionales del trabajo números 42, 103, 115, 136, 156, 159 y 162, adoptados por la Conferencia General de la OIT, y sometidos a la consideración de la H. Corporación en primer trámite constitucional, con urgencia calificada de "simple", cuyo plazo constitucional vence el 5 de mayo del año en curso.

I.‑ ANTECEDENTES GENERALES RELACIONADOS CON LOS CONVENIOS EN TRAMITE.

1.‑ La Organización Internacional del Trabajo (OIT), fue creada el 28 de junio de 1919, en virtud de lo dispuesto en la parte XIII del Tratado de Versailles, para promover la paz a través de la justicia social. A partir de 1946, es un organismo especializado de las Naciones Unidas.

La principal misión de la OIT ha consistido, desde sus orígenes, en mejorar las condiciones de vida y de trabajo mediante el esfuerzo concertado de gobiernos, empleadores y trabajadores, gracias a la integración tripartita de sus órganos, el más importante de los cuales es la Conferencia General.

Esta Conferencia es una asamblea anual que reúne a las delegaciones nacionales de los Estados miembros, compuestas de cuatro delegados, dos gubernamentales, uno de los empleadores y otro de los trabajadores, todos con derecho a voto. Es el órgano deliberante y plenario de la OIT, en el que se adoptan los convenios y las recomendaciones internacionales que regulan materias fundamentales para los trabajadores, tales como libertad sindical; prohibición del trabajo forzoso: igualdad de oportunidades y de trato; empleo y recursos humanos: administración del trabajo: relaciones laborales; salarios: descanso semanal y vacaciones pagadas: seguridad e higiene en el trabajo: seguridad social; trabajo de las mujeres; trabajo de los menores; situación de los trabajadores migrantes; plantaciones, y duración de la jornada de trabajo.

Hasta la fecha, la OIT ha adoptado 174 convenios, todos sujetos al trámite de ratificación de sus Estados miembros. Estos actualmente son 173, entre los cuales se incluye Chile desde 1919. 
2.‑ Los convenios internacionales del trabajo son tratados multilaterales que, en virtud de su ratificación, crean dos obligaciones básicas para el Estado Miembro: la de aplicar sus disposiciones en el orden jurídico interno y la de aceptar la supervisión internacional de su aplicación por los órganos de la OIT.

Desde 1925 hasta el año en curso, nuestro país ha ratificado 40 convenios internacionales del trabajo. E1 último fue el convenio Nº 144, sobre la consulta tripartita (normas internacionales del trabajo), de 1976, ratificado por Chile el 29 de julio de 1992, después de haber sido aprobado por el Congreso Nacional, conforme a los procedimientos constitucionales establecidos en los artículos 32, Nº 17, y 50, Nº 1, de la Constitución Política.

Estos instrumentos internacionales, una vez promulgados y publicados en el Diario Oficial, rigen en el país como ley de la República y puede acontecer que ello ocurra en materias que en nuestro ordenamiento constitucional deben ser reguladas por leyes de quórum calificado, como lo serán los que reglen el ejercicio del derecho a la seguridad social, según lo dispone el Nº 18 del artículo 19 de la Carta Fundamental.

En documento anexo a este informe, se proporciona una lista completa de los convenios internacionales del trabajo ratificados por Chile.

3.‑ E1 mensaje del Presidente de la República señala, en lo sustancial, que interesa al Gobierno proceder a la ratificación del aquellos convenios internacionales del trabajo a los cuales ya nuestra   legislación se encuentra amoldada y que lo será aun con más plenitud con la promulgación de iniciativas legales próximas a convertirse en leyes de la República.

Podemos informar a la H. Cámara que ya es ley la iniciativa que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad (ley Nº 19.284) y que, a partir del 8 de diciembre de 1993, ha empezado a regir el nuevo reglamento sobre las condiciones sanitarias y ambientales básicas en los lugares de trabajo, aprobado por decreto supremo en el "Diario Oficial" del 8 de junio del mismo año.

Los convenios sometidos a vuestra consideración son los que vuestra Comisión os pasa a reseñar, adjuntando una copia de ellos al final de este informe.

Todos ellos han sido elaborados siguiendo una misma técnica legislativa.

En el preámbulo de cada uno se hace un breve recuento de su origen y se deja constancia de la fecha en que fue adoptado por la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo.

En la parte dispositiva, se puede distinguir entre los artículos que regulan la materia específica del convenio de los que se ocupan en las disposiciones finales propias de los tratados multilaterales, las que son iguales en todos ellos, por lo que en este informe serán objeto de un comentario común.

Previamente al examen particular de estos convenios, cabría señalar que el mensaje envía con ellos la recomendación Nº 143, sobre la protección y las facilidades que deben otorgarse a los representantes de los trabajadores en la empresa, y la Nº 163, sobre el fomento de la negociación colectiva. Ambos textos, al parecer incompletos, no requieren de aprobación parlamentaria, por cuanto jurídicamente no están sujetos a la ratificación de los Estados miembros. Su principal objeto es servir de modelo y estímulo para la acción nacional en la materia respectiva.

II.‑
RESEÑA DEL CONTENIDO ESPECIFICO DE CADA UNO DE LOS CONVENIOS.

1.Convenio Nº 42, relativo a la indemnización por enfermedades profesionales (revisado en 1934).

Este convenio fue adoptado por la Conferencia General con fecha 21 de junio de 1934 y tiene vigencia internacional desde el 17 de junio de 1936. Ha sido ratificado por 50 Estados, entre ellos por Argentina, Bolivia, Brasil, Cuba, Guyana, Haití, Honduras, México, Panamá y Uruguay.

También se registra, entre los ratificantes, la mayoría de los países de la Unión Europea.

Conforme a su artículo 1, todo Estado miembro de la OIT que lo ratifique se obliga a garantizar a las víctimas de enfermedades profesionales o a sus derechohabientes una indemnización basada en los principios generales de su legislación nacional sobre la indemnización por accidentes del trabajo. 
La tasa de esta indemnización no debe ser inferior a la que se establezca en la legislación nacional por el daño resultante de los accidentes del trabajo. Cada Estado queda en libertad para determinar las condiciones que han de regular su pago.

El Estado Miembro de la OIT que ratifique este convenio Nº 42 se obliga, además, a considerar como enfermedades profesionales las enfermedades y las intoxicaciones producidas, sustancialmente, por el plomo, el mercurio, la infección carbuncosa, la silicosis, el fósforo, el arsénico, el benceno, los hidrocarburos grasos, los trastornos patológicos debidos al radio o a los rayos X, y los epiteliomas primitivos de la piel.

En nuestro país, la ley Nº 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales: la ley Nº 18.834, que aprueba el Estatuto Administrativo, y el decreto supremo Nº 109, de 1968, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que aprueba el reglamento para la calificación y la evaluación de los accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, contemplan toda una normativa que, a juicio del Gobierno, responde satisfactoriamente a las exigencias que el convenio impone al país.

2. Convenio Nº 103, relativo a la protección de la maternidad (revisado en 1952).

Este convenio fue adoptado por la Conferencia General el 28 de junio de 1952 y tiene vigencia internacional desde el 7 de septiembre de 1955. Ha sido ratificado por 27 países, entre ellos por Bolivia, Brasil, Cuba, Ecuador, Guatemala, Uruguay y Venezuela.

De Europa, se pueden citar España, Grecia, Italia, Países Bajos, Polonia y Portugal

A1 tenor de los artículos 1 y 2, este instrumento se aplica a las mujeres empleadas en empresas industriales, públicas o privadas, y en trabajos no industriales y agrícolas, comprendidas las asalariadas que trabajen en su domicilio, cualesquiera que sean su edad, nacionalidad, raza o creencia religiosa, casadas o no casadas.

El régimen de protección establecido a favor de la mujer trabajadora se extiende a cualquiera de las ramas en que haya empresas industriales, e incluye especialmente, entre otras, las minas, canteras e industrias extractivas de cualquier clase; las empresas de edificación e ingeniería civil, y las empresas de transporte de personas o mercancías.

Por su parte, los trabajos no industriales cubren los ejecutados en establecimientos comerciales, servicios de correos y telecomunicaciones, las empresas de periódicos, los hoteles, pensiones, restaurantes, cafés, teatros, y el trabajo doméstico asalariado efectuado en hogares privados, entre otros.

El artículo 3 dispone que toda mujer que se encuentre en los casos previstos en el convenio tendrá derecho, mediante la presentación de un certificado médico en el que se indique la fecha presunta del parto, a un descanso de maternidad de doce semanas por lo menos, una parte del cual deberá ser tomado obligatoriamente después del parto, en los términos que fije la legislación nacional, pero que en ningún caso puede ser inferior a seis semanas.

E1 mismo artículo agrega el derecho al descanso prenatal suplementario para el caso de enfermedad que sea consecuencia del embarazo y el derecho a la prolongación del descanso puerperal en caso de enfermedad derivada del parto (N°s. 5 y 6 del artículo 3).

Además, la mujer que se ausente del trabajo en todos los casos en que se contempla el descanso de maternidad, tendrá derecho a recibir prestaciones en dinero y prestaciones médicas concedidas de pleno derecho, en virtud de un sistema de seguro social obligatorio o con cargo a los fondos públicos (N°s. 1, 2, 3 y 4 del artículo 4).
El artículo 5 establece a favor de la mujer que lacta a su hijo una autorización para interrumpir su trabajo con tal fin durante uno o varios períodos, cuya duración determine la legislación nacional.

E1 artículo 6 regula el fuero maternal, en virtud del cual la mujer que se ausente de su trabajo para gozar del descanso de maternidad no podrá ser despedida legalmente por su empleador mientras dure su descanso.

Finalmente, el artículo 7 permite que todo Estado Miembro, en el momento de la ratificación, formule una declaración anexa a su instrumento de ratificación, con objeto de prever excepciones en la aplicación del convenio con respecto a ciertas categorías de trabajos no industriales: a trabajos ejecutados en las empresas agrícolas, salvo las plantaciones, y al trabajo doméstico asalariado efectuado en hogares privados, entre otros.

Precisamente, el mensaje señala que este convenio será ratificado con una reserva, para armonizar sus disposiciones con el orden normativo nacional, ya que el inciso final del artículo 186 del Código del Trabajo no hace aplicables a las trabajadoras de casa particular las disposiciones del fuero maternal.

Cabe hacer notar que todo Estado Miembro que haya formulado una declaración de este tipo podrá, en cualquier momento anularla, total o parcialmente, mediante una declaración ulterior, especialmente si ello es necesario para adecuar la aplicación del convenio a su legislación y práctica laborales.

3. Convenio Nº 115, relativo a la protección de los trabajadores contra las radiaciones ionizantes.

Este convenio fue adoptado por la Conferencia General el 22 de junio de 1960 y tiene vigencia internacional desde el 17 de junio de 1962. Ha recibido 41 ratificaciones, entre las que se cuentan las de Argentina, Barbados, Brasil, Ecuador, Guyana, México, Nicaragua, Paraguay y Uruguay.

De los países europeos, se pueden citar, entre los ratificantes: Alemania, Bélgica, Dinamarca, España, Finlandia, Francia, Grecia, Italia, Noruega, Países Bajos, Reino Unido, Suecia y Suiza.

Este convenio se aplica, según su artículo 2, a todas las actividades que entrañen la exposición de trabajadores a radiaciones ionizantes en el curso de su trabajo, y no se aplica a las substancias radiactivas, precintadas o no precintadas, ni a los aparatos generadores de radiaciones ionizantes que, debido a las débiles dosis de radiaciones que se pueden recibir por su causa, quedaren exceptuadas por disposición legal interna, recomendación y otro medio apropiado aprobado en cada Estado.

En estas materias, el compromiso fundamental que se contrae es el de adoptar todas las medidas apropiadas para lograr una protección eficaz de los trabajadores, tanto desde el punto de vista de su salud como de su seguridad.

Las medidas de protección que se regulan entre los artículos 4 y 15 de este convenio se refieren a las dosis máximas admisibles de radiaciones ionizantes, a los niveles apropiados según la edad de los trabajadores; a las señalizaciones que deben usarse para indicar los riesgos de radiaciones existentes en los lugares de trabajo y a los controles médicos a que deben ser sometidos los trabajadores.

Estas materias, fundamentalmente médicas y técnicas, como las califica el mensaje, se encuentran reguladas en el decreto supremo Nº 3, de 1985, del Ministerio de Salud Pública, que aprueba el Reglamento de Protección Radiológica de Industrias Radiactivas, en términos que, desde el punto de vista técnico, se ajustan al criterio del instrumento internacional en informe.    

4. Convenio Nº 136, relativo a la protección contra los riesgos de intoxicación por el benceno.

Este convenio fue adoptado por la Conferencia General con fecha 23 de junio de 1971 y tiene vigencia internacional desde el 27 de julio de 1973. Ha sido ratificado por 29 Estados, entre los que se cuentan siete países de América Latina y el Caribe: Bolivia, Colombia, Cuba, Ecuador, Guyana, Nicaragua y Uruguay.

De Europa, se registran: Alemania, España, Finlandia, Francia, Grecia, Italia y Suiza, entre otros.

Según el artículo 1, este convenio se aplica a todas las actividades en que los trabajadores están expuestos al hidrocarburo aromático, denominado benceno, y a los productos cuyo contenido en benceno excede del 1% por unidad de volumen.

Con todo, este convenio no se aplica a las actividades que tengan por objeto, principalmente, la producción de benceno, o su empleo en trabajos de síntesis química o en los carburantes, como lo dispone el Nº 2 de su artículo 2.

El Estado Miembro ratificante contrae la obligación de prohibir el empleo de benceno o de productos que lo contengan en los trabajos que determine su legislación nacional, comprendiendo en dicha prohibición el empleo de productos que lo contengan como disolvente o diluente (artículo 4).

A lo anterior, se agrega la obligación de adoptar medidas preventivas para proteger de las emanaciones de vapores de benceno en la atmósfera del lugar de trabajo o evitar que su concentración en la atmósfera en el lugar exceda el tope de 25 partes por millón (80mg/m3).

A1 respecto, la concentración máxima permitida en el país por el decreto supremo Nº 745, de 1983, del Ministerio de Salud Pública, que aprueba el reglamento sobre condiciones sanitarias y ambientales mínimas en los lugares de trabajo, es de 26 mg/m3. E1 artículo 106 de este reglamento derogó el anterior, aprobado por el decreto supremo Nº 78, de 1983, del Ministerio de Salud Pública, que fija la CAMP para el benceno en 24 mg/m3.

El convenio contempla, además, normas que obligan al Estado Miembro ratificante a adoptar medidas técnicas para proteger la salud de los trabajadores que empleen benceno en sus labores (artículos 7 y 8); también impone el deber de realizar exámenes médicos previos al empleo del trabajador que estará expuesto al benceno y después de ello, periódicamente, comprendidos los exámenes biológicos, incluido un análisis de sangre (artículo 9 y 10).

Por último, no se permite que las mujeres embarazadas y los menores de 18 años de edad sean empleados en trabajos que entrañen exposición al benceno o a productos que lo contengan, a menos, en este último caso, de que se trate de jóvenes que reciben formación profesional impartida bajo vigilancia médica y técnica adecuada (articulo 11).

E1 mensaje hace notar que la normativa legal y reglamentaria que cita a propósito de este instrumento da satisfacción a las exigencias de prevención a que se refiere el convenio.

5. Convenio Nº 156, sobre la igualdad de oportunidades y de trato entre trabajadores y tra​bajadoras con responsabilidades familiares.

Este convenio fue adoptado por la Conferencia General el 23 de junio de 1981 y tiene vigencia internacional desde el 11 de agosto de 1983. Ha sido ratificado por 19 países.

De América Latina y el Caribe lo han ratificado Argentina, Perú, Uruguay y Venezuela; de Europa lo han hecho España, Finlandia, Francia, Grecia, Noruega, Países Bajos, Portugal y Suecia, entre otros.

Su fundamento principal se encuentra en la Declaración de Filadelfia, relativa a los fines y objetivos de la OIT, que reconoce que "todos los seres humanos, sin distinción de raza, credo, sexo, tienen derecho a perseguir su bienestar material y su desarrollo espiritual en condiciones de libertad y dignidad, de seguridad económica y en igualdad de oportunidades".

También se apoya en diversos instrumentos internacionales del trabajo que tienen por objeto garantizar la igualdad de oportunidades y de trato entre los trabajadores de uno y otro sexo, especialmente en los convenios 100 y 111, sobre la igualdad de remuneración y sobre la discriminación (empleo y ocupación), respectivamente, en los cuales Chile tiene la calidad de Estado Parte.

Al tenor de lo dispuesto por los artículos 1 y 2 del convenio, sus normas se aplican a los trabajadores y a las trabajadoras de todas las ramas de la actividad económica y a todas las categorías de trabajadores, con responsabilidades hacia los hijos a su cargo o con otros miembros de su familia directa, que de manera evidente, necesiten su cuidado o sostén, cuando tales responsabilidades limiten sus posibilidades de prepararse para la actividad económica y de ingresar, participar y progresar en ella.

Esta igualdad de tratamiento para los trabajadores con responsabilidades familiares debe ser uno de los objetivos de la política nacional, según lo establece el artículo 3.

Además, el Estado Miembro ratificante se compromete a adoptar medidas compatibles con la igualdad de derechos de estos trabajadores, con objeto de permitirles el ejercicio de su derecho a elegir libremente su empleo: con la planificación de las comunidades locales o regionales: con el desarrollo de los servicios comunitarios y con el campo de la orientación y de la formación profesionales (artículos 4, 5 y 7).

En suma, la responsabilidad no debe constituir de por sí una causa justificada para poner fin a la relación de trabajo (artículo 8).

E1 artículo 11 les reconoce a las organizaciones de empleadores y de trabajadores el derecho a participar en la elaboración y aplicación de las medidas que se adopten para dar cumplimiento a este convenio. Es una formal expresión del principio del tripartismo observado en nuestro país, especialmente a partir de su incorporación en el convenio Nº 144.

E1 mensaje, junto con reseñar las disposiciones legales internas que armonizan con este convenio, señala que éste es fundamentalmente programático, al cual nuestra legislación se ajusta, pero que, en todo caso, en lo futuro, la participación de Chile en sus normas importará una posición tan activa cuanto posible con vistas a que en lo operativo se dé cumplimiento a sus criterios programáticos.

6. Convenio Nº 159, sobre la readaptación profesional y el empleo de personas inválidas.

Este convenio fue adoptado por la Conferencia General el 20 de junio de 1983 y tiene vigencia internacional desde el 20 de junio de 1985. Ha sido ratificado por 43 Estados.

De América Latina y el Caribe, ha sido ratificado por Argentina, Brasil, Colombia, Costa Rica, Ecuador, E1 Salvador, Paraguay, Perú y Uruguay. De Europa, se registran las ratificaciones de Alemania, Dinamarca, España, Finlandia, Francia, Grecia, Noruega, Países Bajos, Suecia y Suiza, entre otros.

Este instrumento se funda en las recomendaciones sobre la adaptación y la readaptación profesionales de los inválidos, elaboradas por la OIT en los años 1955 y 1975, y se inserta en el programa mundial de acción relativo a las personas inválidas, proclamado por las Naciones Unidas en el año 1981, a fin de promover la adopción de medidas eficaces, en el nivel nacional y en el internacional, para el logro de las metas de la "plena participación" de las personas inválidas en la vida social y en el desarrollo, así como de la "igualdad".

Este convenio consta de tres partes principales. La primera contempla las definiciones y determina su campo de aplicación (artículo 1); la segunda, se refiere a los principios de política de readaptación profesional y de empleo para personas inválidas (artículos 2 a 5), y la tercera dispone las medidas en el nivel nacional para el desarrollo de servicios para la readaptación profesional y el empleo de personas inválidas (artículos 6 a 9).

Por "persona inválida" se entiende toda persona cuyas posibilidades de obtener y conservar un empleo adecuado y de progresar en el mismo son substancialmente reducidas a causa de una deficiencia física o mental debidamente reconocida (Nº 1 del artículo l).

La finalidad de la readaptación profesional de estas personas es permitir que ellas obtengan y conserven un empleo adecuado y progresen en el mismo, promoviendo así su integración o su reintegración en la sociedad (Nº 2 del artículo l).

El campo de aplicación del convenio se extiende a todas las categorías de personas inválidas (Nº 4 del artículo l).

Los principios antes señalados indican que todo Estado Miembro ratificante debe formular, aplicar y revisar periódicamente una política nacional sobre la readaptación profesional y el empleo de personas inválidas, destinada, principalmente, a promover oportunidades de ocupación para ellas en el mercado regular del empleo, conforme al principio de la igualdad de oportunidades entre los trabajadores inválidos y los trabajadores en general (artículos 1, 2 y 3).

En la aplicación de dicha política y, en particular en las medidas para promover la cooperación y la coordinación entre los organismos públicos y privados, deberá consultarse a las organizaciones representativas de empleadores y de trabajadores (artículo 5), por aplicación, una vez más, del principio del tripartismo de que se ha hecho referencia anteriormente.

Las medidas en el nivel nacional que el Estado debe adoptar consisten, en primer lugar, en legislar en el ámbito del convenio; en seguida, se deberán proporcionar servicios de orientación y formación profesionales, colocación y empleo para estas personas, inclusive en las zonas rurales y en las comunidades apartadas (artículos 6, 7 y 8).

Por último, debe esforzarse el Estado en asegurar la formación y la disponibilidad de asesores en las materias de este convenio (artículo 9).

E1 mensaje indica que la legislación chilena contiene normas sobre medicina de readaptación en el Nº 9 del artículo 19 de la Constitución Política, que asegura a todas las personas el derecho a la protección de su salud; en la ley Nº 18.469, que regula el ejercicio de dicho derecho y crea un Régimen de Prestaciones de Salud, y en la letra f) del artículo 29 de la ley Nº 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.

A lo anterior, cabe agregar la ley Nº 19.284, publicada el 14 de enero de 1994, en la que se contemplan normas para la plena integración social de personas con discapacidad. En este cuerpo legal tan reciente, la H. Cámara ha sancionado, entre otras, las normas sobre prevención y rehabilitación de la discapacidad (título III) y acerca de la equiparación de oportunidades en el acceso a la cultura, la información, las comunicaciones, el espacio físico, la educación y la capacitación e inserción laboral de estas personas (título IV).

Por último, el mensaje, junto con declarar que este convenio tiene un contenido programático, hace notar que el compromiso de adoptar una política nacional en estas materias debe estar acorde con las posibilidades nacionales.

7.
Convenio Nº 162, sobre utilisaci6n del asbesto en condiciones de seguridad.

Este convenio fue adoptado por la Conferencia General el 24 de junio de 1986 y tiene vigencia internacional desde el 16 de junio de 1989. Ha sido ratificado por 15 países.

De América Latina y el Caribe ha sido ratificado por Bolivia, Brasil, Ecuador y Guatemala. De Europa, lo han ratificado: España, Finlandia, Noruega, Suecia y Suiza, entre otros.

Este instrumento se aplica a todas las actividades en las que los trabajadores están expuestos al asbesto en el curso de su trabajo. Sin embargo, el Estado Miembro ratificante podrá, previa consulta con las organizaciones más representativas de los empleadores y trabajadores interesados, excluir determinadas ramas de actividad económica o determinadas empresas, cuando juzgue innecesaria la aplicación de este convenio a dichos sectores o empresas (artículo 1).

El convenio contempla, en sus partes II, III, IV y V, los principios generales que deberán orientar la aplicación de sus normas: las medidas de prevención y de protección de los riesgos derivados del asbesto para los trabajadores; las medidas de vigilancia del medio ambiente de trabajo y de la salud de los trabajadores, y las de información y educación de todas las personas interesadas en los riesgos que entraña para la salud la exposición al asbesto.

Los compromisos fundamentales que contrae el Estado Miembro ratificante son los de legislar para prevenir y controlar estos riesgos: el de revisar periódicamente su legislación a la luz de los progresos técnicos y del desarrollo de los conocimientos científicos, sin perjuicio de las excepciones temporales a dichas medidas de prevención y control que se puedan establecer con las precauciones necesarias para proteger la salud de los trabajadores (artículo 3).

Todas las medidas que se adopten para dar cumplimiento al convenio deberán ser consultadas con las organizaciones más representativas de los empre​sarios y de los trabajadores interesados (artículo 4).

Por otra parte, corresponde a los empleadores la responsabilidad de la observancia de las medidas de prevención y control y de colaboración con los servicios de salud y seguridad de los trabajadores, y sobre éstos pesa el deber de observar las medidas de seguridad e higiene prescritas para protegerlos de los riesgos derivados del asbesto (artículo 7).

Entre las medidas de prevención y de protección se dispone que la legislación nacional ordenará medios técnicos y prácticas de trabajo adecuadas, incluida la higiene en el lugar de trabajo.

También se deberá establecer la sustitución del asbesto, o de ciertos tipos de asbesto o de ciertos productos que lo contengan, :15or otros materiales o productos o la utilización de tecnologías alternativas, científicamente reconocidas por la autoridad competente como inofensivas o menos nocivas para la salud de los trabajadores (artículo 10).

Entre las medidas de protección, se contempla la prohibición de utilizar la crocidolita y los productos que la contengan y la pulverización de todas las formas de asbesto (artículos 11 y 12).

A1 respecto, cabe consignar que el decreto supremo Nº 745, de 1993, del Ministerio de Salud Pública, en su artículo 60, establece los límites permisibles para las concentraciones ambientales de diversas sustancias, entre las que se contempla el asbesto azul‑crocidolita, calificado como una sustancia "Ca.2", esto es, de aquéllas en las que no se ha demostrado que sean cancerígenas para seres humanos, pero que sí lo son para animales de laboratorio, según lo señala el artículo 62 de dicho decreto.

A los productores y proveedores de asbesto se les impone la responsabilidad de rotular suficientemente los embalajes que contengan este producto. Cuando sea necesario, los productos deben ser rotulados en un idioma y de manera fácilmente comprensible por los trabajadores y los usuarios (artículo 14). 


Otra norma importante es la que señala que la demolición de instalaciones o estructuras que contengan materiales hechos sobre la base de asbesto y la eliminación de este material de los edificios o construcciones, sólo podrán ser emprendidas por los empleadores o contratistas reconocidos por la autoridad competente como calificados para ejecutar tales trabajos (artículo 17).

A ella se pueden agregar las normas que se refieren al uso de ropa de trabajo adecuada por los trabajadores, la que no podrá ser usada fuera de los lugares de trabajo. La manipulación y la limpieza de esta ropa deberá efectuarse controladamente, a fin de evitar el desprendimiento de polvo de asbesto en el aire (artículo 18).

El mensaje señala que, en conformidad a la normativa que nos  rige en materia de prevención de enfermedades profesionales, nuestro país se encuentra en condiciones de ratificar este convenio. Cabe agregar que, en todo caso, la reglamentación interna aplicable al uso de la crocidolita o asbesto azul, prohibido por este instrumento, debería ser revisada en su oportunidad.

III.‑ DISPOSICIONES FINALES COMUNES A ESTOS CONVENIOS.
Se trata de ocho disposiciones que se repiten en todos ellos. Su objeto es regular las materias siguientes:

‑ La ratificación del convenio;

‑ Su vigencia para el ratificante doce meses después de notificar su decisión al Director General de la OIT, depositario de estos convenios;

‑ La obligación del depositario de notificar a los Estados Partes las ratificaciones hechas por algún Estado Miembro;

‑ E1 derecho a denunciar el convenio que asiste a cada Estado ratificante, generalmente después de 10 aros de haberlo ratificado;

‑ E1 derecho del Consejo de Administración a pedir la revisión total o parcial del convenio;

‑ Los efectos de la denuncia que produce la ratificación de un convenio posterior;

‑ E1 registro de estos convenios en la Secretaría General de las Naciones Unidas, conforme al artículo 102 de la Carta de la ONU, y

‑ Declarar que tanto la versión inglesa como la francesa son igualmente auténticas.

IV.‑ DECISIONES DE LA COMISION.

En el estudio de esta iniciativa, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana contó con la participación del Subsecretario del Trabajo, señor Guillermo Pérez Vega, y del Asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Patricio Novoa Fuenzalida.

E1 Subsecretario señor Pérez expuso, en lo sustancial, .que estos instrumentos internacionales se encuentran en armonía con la legislación nacional y que la decisión de ratificarlos no la ha tomado unilateralmente el Gobierno, sino que se ha procedido a solicitar su aprobación parlamentaria después de haber consultado a la Confederación de la Producción y del Comercio y a la Central Unitaria de Trabajadores, conforme al tripartismo consagrado en el convenio Nº 144.

E1 Asesor señor Novoa, por su parte, recordó que Chile sólo ha ratificado 40 de los 173 convenios internacionales del trabajo, y que el último, después de 22 años, fue el convenio Nº 144, sobre consultas tripartitas, todo ello no obstante que es uno de los Estados fundadores de la OIT.

Indicó que al convenio Nº 42, sobre enfermedades profesionales, el más antiguo de los sometidos a la consideración de la H. Cámara, no se había podido incorporar antes, por cuanto la ley nacional sobre la materia vigente desde 1968 no lo permitía, pero que la situación legal ha cambiado en la actualidad. Agregó que, en cuanto a la protección de la maternidad, tanto desde el punto de vista laboral como social, la legislación chilena está acorde con el convenio Nº 103, salvo en el caso del de las trabajadoras de casa particular, donde es necesario armonizar el convenio con el Código del Trabajo.

En cuanto al asbesto azul, o crocidolita, señaló que este producto prácticamente no se importa al país, y que las empresas que lo hacen lo traen desde Canadá y Brasil, ya que las tasas de protección elevan mucho los costos. Precisó que los guarismos que se usan para estos efectos han sido tomados de la legislación preventiva de los Estados Unidos de Norteamérica.

Además, la Comisión tuvo a la vista el informe de vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social, el que concluye prestando su aprobación unánime al proyecto de acuerdo relativo a estos convenios internacionales, en los mismos términos en que lo ha propuesto el mensaje.

En mérito de los antecedentes expuestos en este informe, más los que podrá agregaros el señor Diputado Informante, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana concluyó el examen de este proyecto de acuerdo adoptando, por unanimidad, los acuerdos siguientes:

1) Recomendar a la H. Cámara que apruebe los convenios internacionales del traba,] o sometidos a su consideración, con la reserva propuesta por el mensaje al convenio Nº 103, con objeto de armonizar sus disposiciones con las del Código del Trabajo en materia de descanso de maternidad para el trabajo doméstico asalariado efectuado en hogares privados.

2) Proponer a la H. Cámara que para tales efectos adopte el Proyecto de acuerdo, con las siguientes modificaciones formales en su artículo único:

‑ Por razones de técnica legislativa, no se estima adecuado repetir en cada caso que el convenio ha sido aprobado por la Conferencia de la Organización Internacional del Trabajo: basta decirlo en el encabezamiento de la norma;

‑ Se reemplaza el término "aprobados" por "adoptados", ya que éste corresponde al empleado por la OIT en sus instrumentos y expresa mejor la idea de que se trata de convenios sancionados previo examen o deliberación;

‑ Se precisa que es la "Conferencia General" la que los ha adoptado, conforme al nombre que tiene este órgano en la estructura de la OIT;

‑ En cada una de las letras del artículo único del proyecto de acuerdo, se ha reemplazado la fecha, por cuanto la que corresponde al día de su adopción por la Conferencia General es la que se indica en el último párrafo del preámbulo del respectivo convenio. La citada en el proyecto del Ejecutivo es la fecha en que se inició la Conferencia que adoptó el convenio.

Con tales modificaciones formales, el texto del artículo único que os Propone vuestra Comisión es el siguiente:

"Artículo único.‑ Apruébanse los siguiente convenios internacionales del trabajo adoptados por la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo, en las fechas que se indican en cada caso:

a) El convenio Nº 42, relativo a la indemnización por accidentes del trabajo y enfermedades profesionales (revisado en 1934), adoptado el 21 de junio de 1934.

b) E1 convenio Nº 103, relativo a la protección de la maternidad (revisado en 1952), adoptado el 28 de junio de 1952.

Se aprueba este convenio sobre la base de que, en declaración anexa, Chile procederá a su ratificación, exceptuando del beneficio, a que se refiere el artículo 6° del mismo convenio, "al trabajo doméstico asalariado efectuado en hogares privados".

c) El convenio Nº 115, relativo a la protección de los trabajadores contra las radiaciones ionizantes, adoptado el 22 de junio de 1960.

d) E1 convenio Nº 136, relativo a la protección contra los riesgos de intoxicación por el benceno, adoptado el 23 de junio de 1971

e) El convenio N2 156, sobre la igualdad de oportunidades y de trato entre trabajadores y trabajadoras: trabajadores con responsabilidades familiares: adoptado el 23 de junio de 1981.

f) E1 convenio Nº 159, sobre la readaptación profesional y el empleo de personas inválidas; adoptado el 20 de junio de 1983.

g) E1 convenio N$ 162, sobre utilización del asbesto en condiciones de seguridad, adoptado el 24 de junio de 1986."
E1 señor Diputado Coloma concurrió a estos acuerdos, pero deja constancia de que en su opinión es inútil aprobar normas internacionales en materias ya reguladas por la ley chilena hace decenas de años; más aun si se recurre al procedimiento de la urgencia, por cuanto con ello s61o se produce un retraso en el despacho de otras iniciativas más importantes.

3) Se designó, por unanimidad, Di​putado Informante, al H. Diputado don Carlos Dupré Silva.

V.‑ CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.

Se deja constancia, para los efectos del Nº 2 del artículo 286 del Reglamento de la Corporación, que los convenios internacionales del trabajo en aprobación contienen normas que inciden en el ejercicio del derecho a la seguridad social, de manera que el proyecto de acuerdo que los aprueba debe ser adoptado por la Sala con quórum calificado, conforme lo dispone el inciso segundo del Nº 18 del artículo 19 de la Constitución Política.

Para los fines del N° 4 del mismo precepto reglamentario, se deja constancia de que estos instrumentos no contienen normas que deban ser informadas por la Comisión de Hacienda.

Acordado en sesión del día martes 19 de abril, con la asistencia de los señores Diputados Pizarro Soto, don Jorge (Presidente de la Comisión); Caminondo Sáez, don Carlos; Coloma Correa, don Juan Antonio; Dupré Silva, don Carlos; Fuentealba Vildósola, don Renán; Letelier Morel, don Juan Pablo; Longton Guerrero, don Arturo; Munizaga Rodríguez, don Eugenio; Soria Macchiavello, don Jorge; Valcarce Medina, don Carlos, y Walker Prieto, don Ignacio”

SALA DE LA COMISION, a 19 de abril de 1994.

FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA

Secretario de la Comisión

